
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

 

 

 

SECRETARÍA 

 

Manizales, veinticuatro (24) de mayo de dos mil veintitrés (2023) 

 

 

A QUIEN PUEDA INTERESAR 

 

 

Con el fin de dar cumplimiento a lo preceptuado en el artículo 24 y el inciso 1 del 

precepto 21 de la Ley 472 de 1998, se informa a todos los miembros de la comunidad que 

el Tribunal Administrativo de Caldas admitió el medio control de PROTECCIÓN    

DE    LOS    DERECHOS    E    INTERESES    COLECTIVOS 

instaurado por YESSICA TATIANA HERRERA GIRALDO en su Calidad de 

Personera Municipal de Villamaría en contra de la NACIÓN - MINISTERIO DE 

VIVIENDA CIUDAD Y TERRITORIO - AGENCIA NACIONAL DE LICENCIAS 

AMBIENTALES ANLA - MUNICIPIO DE MANIZALES - CORPORACIÓN 

AUTONOMA REGIONAL DE CALDAS CORPOCALDAS – AGUAS DE 

MANIZALES E.S.P. S.A. con radicado 17-001-23-33-000-2023-00097- 

00, medio dentro del cual se pretende: 

 

“PRIMERO: Que se amparen los derechos de la comunidad mencionada de 

Villamaría al GOCE DE UN AMBIENTE SANO; MORALIDAD 

ADMINISTRATIVA; EXISTENCIA DE EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y EL 

MANEJO Y APROVECHAMIENTO RACIONAL DE LOS RECURSOS 

NATURALES PARA GARANTIZAR SU DESARROLLO SOSTENIBLE, SU 

CONSERVACIÓN, RESTAURACIÓN O SUSTITUCIÓN, LA CONSERVACIÓN 

DE LAS ESPECIES ANIMALES Y VEGETALES, LA PROTECCIÓN DE ÁREAS 

DE ESPECIAL IMPORTANCIA ECOLÓGICA, DE LOS ECOSISTEMAS 

SITUADOS EN LAS ZONAS FRONTERIZAS, ASÍ COMO LOS DEMÁS 

INTERESES DE LA COMUNIDAD RELACIONADOS CON LA 

PRESERVACIÓN Y RESTAURACIÓN DEL MEDIO AMBIENTE; EL GOCE DEL 

ESPACIO PÚBLICO Y LA UTILIZACIÓN Y DEFENSA DE LOS BIENES DE USO 

PÚBLICO;LA SEGURIDAD Y SALUBRIDAD PÚBLICAS; EL DERECHO A LA 

SEGURIDAD Y PREVENCIÓN DE DESASTRES PREVISIBLES 

TÉCNICAMENTE; LA JUSTICIA AMBIENTAL; LA APLICACIÓN DEL 

PRINCIPIO DE PRECAUCIÓN vulnerados por parte de las accionadas por su 

conducta omisiva al no proveer una respuesta institucional idónea, articulada, 

coordinada y efectiva para darle aplicación al principio de precaución y garantizar 

los derechos ambientales, socioeconómicos, fundamentales y humanitarios de la 

población residente en áreas de influencia del Rio Chinchiná y sus tributarios, de las 

generaciones presentes y futuras, agravado por el riesgo frente al otorgamiento de 



licencia ambiental para la construcción de la PTAR en el sector Cámbulos, en los 

términos indicados en los hechos de esta acción. 

 

SEGUNDO: RECONOCER al río Chinchiná, su cuenca y afluentes como una entidad 

sujeto de derechos a la protección, conservación, mantenimiento y restauración a 

cargo del Estado, las empresas y las comunidades rivereñas y que se designe por 

parte del Estado un tutor y por parte de los demás, de guardianes del rio, 

conformando una comisión de guardianes del río Chinchiná con un equipo asesor 

compuesto por las entidades públicas y privadas, universidades (regionales y 

nacionales), centros académicos y de investigación en recursos naturales y 

organizaciones ambientales (nacionales e internacionales), comunitarias y de la 

sociedad civil que deseen vincularse al proyecto de protección del río Chinchiná y su 

cuenca y realizar seguimiento a la providencia que se profiera. 

 

TERCERO- ORDENAR que se diseñe y ponga en marcha un plan integral para 

descontaminar la cuenca del río Chinchiná y sus afluentes, los territorios ribereños, 

reforestar, recuperar sus ecosistemas y evitar daños adicionales al ambiente causados 

por actividades comerciales, agrícolas, mineras e industriales, no domésticas, frente 

a la omisión de acción frente a este tipo de actividades, si es necesario el desarrollo 

de planta de tratamiento de aguas residuales para estas actividades. 

Adicionalmente, que se disponga que este plan incluya una serie de indicadores 

claros que permitan medir su eficacia y deberá diseñarse y ejecutarse de manera 

concertada con los pobladores de la zona, realizar estudio de manera anual sobre la 

calidad del agua y contar con un sistema de información con indicadores sobre todas 

las actividades comerciales, agrícolas, mineras e industriales que se desarrollen en la 

cuenca del río Chinchiná y sus afluentes, así como, de los procesos sancionatorios que 

se adelanten, que permita el acceso a la información ambiental por parte de la 

ciudadanía y las entidades que lo requieran para el desarrollo de sus funciones en 

garantía de derechos. 

 

CUARTO- ORDENAR que se suspenda el proyecto PTAR en el sector Cámbulos, 

en aplicación al principio de precaución frente al riesgo inminente ante los derechos 

fundamentales, ambientales socioeconómicos y humanitarios de la población 

residente en áreas de influencia, principalmente, la población de Santa Ana, por lo 

expuesto en los hechos de esta acción y ante las múltiples irregularidades 

evidenciadas en el otorgamiento de la licencia ambiental que no garantiza el trato 

justo a esta comunidad, además de las debidas compensaciones por pérdida de 

biodiversidad y se desarrolle este proyecto de forma articulada con el municipio, así 

mismo, la licencia ambiental se modifique y tenga validez sólo hasta el cumplimiento 

de todos los parámetros ambientales y socioeconómicos, determinando, si es 

necesario, el desarrollo de este proyecto en otro lugar, considerando las funciones 

prediales que tienen los entes territoriales para el desarrollo de esta planta, donde 

no se ponga en riesgo a tanta comunidad, en aplicación al principio de precaución 

ambiental para la garantía de derechos fundamentales. 

 

SÉPTIMO.- ORDENAR que se suspenda, ante el incumplimiento de normas 

ambientales y riesgos que genera para la población de Santa Ana, la actividad de 



escombrera en el predio identificado con ficha catastral 

178730101000000010127000000000 de Villamaría, frente a los riesgos a la comunidad 

referida, y así, se extienda la orden para que se suspenda toda actividad que se 

desarrolle contraria a la normatividad ambiental en el margen de protección del 

cauce del rio Chinchiná y sus afluentes tributarios. 

 

OCTAVO.- ORDENAR a la Procuraduría General de la Nación, a la Defensoría del 

Pueblo y a la Contraloría General de la República y si es el caso a esta Personería, 

para que conforme a nuestras competencias legales y constitucionales y a los niveles 

territoriales de las diversas entidades se realice un proceso de acompañamiento y 

seguimiento al cumplimiento y ejecución de todas las órdenes pronunciadas, en el 

corto, mediano y largo plazo, a partir de la notificación de la sentencia que se profiera. 

 

NOVENO: Las demás que el Tribunal considere en garantía de los derechos de la 

comunidad de Villamaría afectada”. “SIC” 

 

Atentamente, 

 

 

 

VILMA PATRICIA RODRIGUEZ CARDENAS 

Secretaria 

 

 
Elaboró: EYMO 

 


